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1. Introducción 


Murillo Velarde definía el traslado de un obispo como el tránsito por el cual un ordinario 
dejaba la iglesia propia y era transferido a una vacante; de igual forma esto podía ocurrir con 
otros prelados como el prepósito, el abad y el arzobispo.! Murillo apuntaba la conveniencia 
de que no se hiciera el traslado de una iglesia mayor a una menor. La renuncia, por su parte, 
era la dimisión legítima de un derecho. Dicha renuncia implicaba la licitud y libertad para 
hacerla, y particularmente en el caso de los beneficios eclesiásticos traía aparejado el tema de 
conciencia en razón del juramento hecho hacia un oficio y estado de carácter sagrado.? 

Para analizar el concepto de “traslado y renuncia de prelados” es indispensable considerar 
la naturaleza del oficio, el concepto de beneficio, la posesión del cargo, asi como los ante- 
cedentes y desarrollo de la práctica jurídica en el usufructo de los obispados. Así mismo, es 
necesario comprender los hitos centrales en el proceso de construcción y transformación de 
la doctrina jurídica hasta la irrupción del mundo moderno, sus adecuaciones a la realidad del 
orbe indiano mediante la interrelación con la legislación castellana y su aplicación en casos 
específicos que permiten ver el dinamismo de los principios canónicos. 

El control monárquico ejercido en el ámbito hispano-lusitano del mundo moderno añade 
diversas características a la movilidad de los prelados que fueron normadas y reflexionadas, lo 
cual se expresa en las fuentes legislativas y en los tratadistas del derecho indiano. Las bulas de 
concesión de los privilegios de patronato, concedidas por los pontífices a los Reyes Católicos 
y al emperador Carlos son la base de la legislación real para este tema. Después la Real Cé- 
dula de 1574 que formó parte de la Recopilación de las Leyes de los Reynos de Indias consolidó 


* Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S. XVIXVIIL) que prepara el Instituto Max Planck de historia y teoría del derecho, cuyos adelantos se 
pueden ver en la página Web: https://dch.hypotheses.org/ 

* Instituto Nacional de Antropología e Historia/INAH, Puebla. 

1 Murio VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 7 De Traslatione episcopi, No. 174; MURILLO 
VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 43. 

2 Según el principio esencial y general por el que debía existir la convicción plena de que las reglas del 
derecho implicaban una obligación moral, ErDó (2009), Pág. 151. 
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las facultades reales en la designación y promoción de las mitras indianas.3 En torno a estas 
regalías debieron legislar ciertas particularidades los concilios provinciales, especialmente 
el III Limense y el IM Mexicano. Los tratadistas sobre el derecho de regalía abordaron esta 
cuestión, particularmente Juan de Solórzano Pereyra y Pedro Murillo Velarde; mientras que 
los propios obispos adoptaron posiciones personales en torno al significado del compromiso 
adquirido por ellos para con la diócesis que inicialmente les había sido conferida. 

En razón del Regio Patronato, el episcopado católico americano y asiático acusó una no- 
table movilidad por las necesidades de Estado; fueron los intereses de la Corona aquello que 
provocó traslados e incluso llegó a insinuar un camino jerárquico en la promoción de los pre- 
lados, accediendo a diócesis con mayores ingresos hasta alcanzar las metropolitanas, aunque 
no siempre estas fueron las iglesias mejor dotadas económicamente, como en el caso de Santo 
Domingo. La actitud de la Corona fue distinta en sus reinos, por ejemplo en Castilla y León 
la movilidad o la dimisión respecto de una diócesis afectó aproximadamente a un tercio de 
los prelados en un marco temporal de mediados del siglo XVI a la medianía del siglo XIX.4 
En las llamadas Indias Occidentales se observa una mayor movilidad de los prelados; en las 
de menor congrua es manifiesto el paso de los personajes, y se percibe estabilidad en aquellas 
que se consideraban las más importantes, por lo que se estimaban como un puerto de llegada 
en una triunfante carrera eclesiástica. Por ejemplo, en el virreinato de la Nueva España el 
desplazamiento de Michoacán y Nueva Galicia hacia Tlaxcala y México existió hasta después 
del reconocimiento de la independencia por parte de Roma (1831). 

El derecho de presentación para las dignidades eclesiásticas mencionado en la bula Exímie 
devotionis del 3 de mayo de 1493 sentó la base de los privilegios reales para la designación de 
los obispos, el cual fue ratificado por Julio Il en la Universalis Ecclesia regímine del 28 de julio 
de 1508 para los obispados existentes y ampliado para los que se erigiesen; “ac jus patronatus 
et presentandi personas idoneas [...] predictas et alias quascumque Metropolitanas ac Cathe- 
drales Ecclesias et monasteria ac dignitates”5 Esta base alcanzó la definición mediante la lla- 
mada Cédula de Patronato de 1574 que mantuvo su vigencia por casi todo el período colonial 
al quedar integrada en la Recopilación de 1681.8 

Finalmente, el tránsito de los prelados por distintas diócesis, propiciado y fundamentado 
en los privilegios del Patronato Real, llegó a plantear dudas sobre la legitimidad de las renun- 
cias a una mitra para ocupar otra, pues se obedecía al rey, pero en el foro interior se vulneraba 
el vínculo entre una iglesia y su obispo. 

Este artículo parte de la definición del sujeto, que está en la capacidad jurídica de efec- 
tuar la renuncia o ser objeto del traslado, es decir, quien goza de un beneficio eclesiástico 
cuyo usufructo está regulado por la legislación canónica y civil indiana, a lo cual se añade 
la base teológica que da sentido a la relación entre el sujeto y el beneficio (2). Los dos actos, 


3 SOLÓRZANO PEREYRA, De Indiarum lure, Libro IIL Cap. 1, Pág. 646. 
4 Barrio (2000), Págs. 175-187. 

5 METZLER, America Pontificia, L, No. 13. 

6 SÁNCHEZ (1990), Págs. 18-36. 
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renuncia (3) y traslado (4), se desglosan para desarrollar las características y condiciones de 
cada acto según las particularidades del derecho. Después, el texto presenta el contexto in- 
diano (5), en el cual se realizarán los actos de renuncia y traslado de los beneficios, donde las 
circunstancias socioeconómicas, políticas y pastorales inciden en que un beneficiado opte 
por la posibilidad de renunciar o pretender un traslado y las particularidades de algunos 
casos que ejemplifican la aplicación del derecho en las iglesias de ultramar (6), en el contexto 
de la monarquía española. Finalmente, algunos señalamientos sobre la sede vacante (7) y una 
reflexión sobre la bibliografía más reciente (8). 


2. El vínculo espiritual entre el obispo y su iglesia 


El matrimonio espiritual entre el obispo y su iglesia es un concepto que se desarrolló paulati- 
namente durante el primer milenio del cristianismo.” Desde la época patrística se reflexionó 
sobre el vínculo del obispo con su iglesia; la base para toda la reflexión, que ha prevalecido 
durante decenas de siglos, descansa en las alusiones que Jesús hizo de sí mismo en la metáfora 
conyugal, por ejemplo en la parábola de los invitados a la boda, y desarrollada por San Pablo 
en sus epístolas. En la carta a Timoteo refiere las cualidades de los obispos: “.. que el obis- 
po sea irreprensible, marido de una sola mujer, sobrio, prudente, cortés, hospitalario, capaz 
de enseñar .. y en la epístola a Tito señala al presbítero como alguien que debe poseer las 
mismas virtudes entre ellas la fidelidad conyugal.$ La interpretación de estos pasajes fincó el 
desarrollo de la doctrina acerca del matrimonio espiritual entre el obispo y su iglesia, acorde 
con el principio de un obispo para cada ciudad, el cual ha sido esencial para la establecer la 
jurisdicción del obispo. 

La separación o renuncia por parte del prelado a su iglesia se interpretó como una traición 
a ese vínculo conyugal, y la posesión de otra sede como un acto de adulterio; algunos autores 
aludieron a la diócesis vacante como “iglesia viuda” Fue el concilio de Calcedonia donde 
los cánones prohibieron una vacancia mayor a tres meses,? quedando establecida la idea de 
ecclesía viduata ante la ausencia del obispo. En el IV Concilio de Letrán se observa el despla- 
zamiento desde el concepto de esposo hacia la idea del buen pastor que cuida sus ovejas: “Ne 
pro defectu pastoris gregem dominicum lupus rapax invadat aut in facultatibus suis ecclesia 
viduata grave dispendium patiatur, volentes in hoc ocurrere periculis animarum et ecclesia- 
rum ondemnitatibus providere ....10 

En el derecho altomedieval esta unión estaba contemplada similarmente para los presbíte- 
ros respecto de su parroquia, el Decreto de Graciano señala: “... sic nec uxor episcopi quae eius 


7 Sobre el desarrollo de la doctrina del matrimonio espiritual, ha sido de mucha utilidad MarTÍNEZ 
GonNzALEz (2019), Págs. 743-784. 
8 Mt 22, 1-14; 1 Tim 3, 2; Tit 1, 5-6. 
2 Conc. Chalcedonense, can. XXV en: WoHLMUTH (1998), Pág. 98. 
10 Conc. Lateranense IV, const. 23, en: WoHLMUTH (2000), Pág. 246. 
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ecclesia, vel parochia indubitanter intelligitur, eo viuente, absque eios iudicio et voluntate 
alteri iudicari, vel disponi, aut eius concubitu frui, idest ordinatione conceditur. [...] Similiter 
et sponsa episcopi (quia sponsa vxorque eius dicitur ecclesia) illo viuente ei est alligata: eo 
vero defuncto soluta est”11 

Su inclusión y definición en el Corpus Turis Canonici sirvió para que trascendiera a lo largo 
de varios siglos como un principio legal y, al final de la alta Edad Media, adquirió el rango 
de validarse en razón de derecho divino, por lo que su interpretación, alteración y ejecución 
quedó reservada a la voluntad del sumo pontífice, como prevalece hasta la fecha. Los cambios 
en la teoría y ejecución de las bases jurídicas caminaron desde la realidad histórica de la exis- 
tencia de elecciones episcopales por parte de su propia iglesia o el sínodo!? hasta la designa- 
ción exclusiva por parte del primado petrino. Al considerarse este vínculo de derecho divino 
quedó reservado al papa la licencia, aceptación o rechazo a la renuncia. 

El matrimonio espiritual implicaba un juramento como el que hacen los contrayentes al 
momento de hacer sus votos, los cuales están obligados a cumplir, de igual forma aquel que 
se realiza al momento de la consagración episcopal. A decir de Azpilcueta, uno de los autores 
morales del siglo XVI más influyentes en el ámbito hispano-lusitano, solo los prelados ecle- 
siásticos tienen capacidad para dispensar y conmutar votos, y debe tratarse de un superior 
jerárquico y añade el doctor Navarro que aún el papa lo hace por causa justa. 13 

Al principio doctrinal del matrimonio espiritual debe añadirse el desarrollo de los con- 
ceptos de oficio eclesiástico y el beneficio. En la época del cristianismo primitivo apenas 
se dibujaba el concepto, pero ya se perfilaba una distinción entre la potestad de orden y la 
potestad de jurisdicción que tomó forma y doctrina jurídica durante el medievo.!* Estos ele- 
mentos definirán tiempo después la naturaleza del oficio eclesiástico, sus derechos y deberes, 
los cuales al ser colocados en el esquema de la estructura y jerarquía eclesiástica adquirieron 
el estatuto de provenir por institución divina.!5 

Querer el acceso a una mitra era estimado como algo impropio, a pesar de la declaración 
paulina de que quien deseaba el cargo de obispo quería una buena obra.!6 Una reflexión 
teológica fue elaborada por el Aquinate, cuya conclusión era que podía resultar ilícito desear 
un obispado,” pues detrás de ese deseo existía el riesgo de apetecer el honor, los privilegios 
y el estipendio propio del cargo, lo que redundaba en actos de codicia y presunción. En 


11 Corpus Iuris Canonici, C. 7, q. 1, c. XXXIX. 

12 Corpus luris Canonici, D. 75. 

13 AzpPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 12 Del segundo mandamiento no tomaras el nombre de Dios 
en vano, 4 75-76, Págs. 113-114. 

14 Anton (1986), Págs. 171-182. 

15 Caron (1946), Págs. 5-9. 

16 1 Tim 3,1. 

17 Aquino, Summa Theologicz, II-lze, q. 185, Arts. 1 y 23 AzPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 19 Del 
nono mandamiento, no cobdiciaras las cosas de tu proximo, $ 9, Pág. 347. El Doctor Navarro da pie a 
considerar también la responsabilidad moral del que otorga los oficios eclesiásticos: “si siendo prelado, o 
señor con cargo de dar beneficio, o officio publico, lo dio al indigno” AzrriLcuETa, Manual de Confesso- 
res, Cap. 17 Del septimo mandamiento, no hurtaras, 4 96, Pág. 226. 
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consecuencia, se tenía por peligrosa la aspiración a obtenerlo o conseguir una diócesis mejor 
dotada de la que ya se poseía, pues la naturaleza del cargo como servicio es lo que debía pre- 
valecer en quien ascendiera al episcopado. La base doctrinal de esto último descansaba en lo 
dicho por Jesús a sus apóstoles acerca de servir entre ellos.18 Siguiendo la relación vertical de 
las estructuras eclesiásticas, algo similar ocurría con los beneficios curados y los simples, pues 
el estipendio que cada uno ofrecía a su clérigo colado era distinto y el deseo de los clérigos 
por los beneficios más ricos llegó a ser cosa común. 

En los primeros años del siglo XVI, el célebre teólogo y canonista Juan de Torquemada 
contribuyó a precisar aspectos jurídicos en torno a la renuncia. Este autor influyó en el desa- 
rrollo subsecuente del principio de espontaneidad y el acto escrito en la manifestación de la 
voluntad para hacerlo. También apuntó la distinción entre las causas que harían inválida la 
renuncia al no residir estas (levitatis, cupiditatis, ambitionis) en la tusta causa. Otro aspecto que 
consolidó con sus reflexiones fue el principio de: “Omnis res, per quasqumque causas nasci- 
tur, per easdem dissolvitur” colocando así la indispensable necesidad de presentar la renuncia 
ante quien tenía potestad para otorgar el beneficio al cual se dimitía.1? 

En la declaración del Tridentino acerca de la obligatoriedad de la residencia y la objeción 
a la acumulación de beneficios, está anexo el principio del matrimonio espiritual y abrió la 
puerta para una legislación más consistente en materia de vínculo entre el prelado y su igle- 
sia, de tal forma que favoreció hacer realidad aquello que durante algunos siglos era constan- 
temente transgredido de hecho por causas políticas o intereses bastante mundanos. A partir 
de esa reforma, abandonar la diócesis resultó mucho más difícil para un obispo aunque ale- 
gara razones de salud; menos aún fue permitido que sin motivo alguno dejara su obispado. 
Con el objetivo de salir al paso de los excesos y abusos, se propició una legislación más clara 
y precisa en materia de renuncia y traslado de los beneficiados. 

La prescripción tridentina de que ningún clérigo fuese ordenado sacerdote si no demos- 
traba tener una congrua para sustentarse,20 hizo que en el orbe indiano numerosos clérigos 
alcanzaran el presbiterado a “título de indios” o “título de lengua” adquiriendo con ello un 
vínculo respecto a su parroquia por el hecho de haberla deseado y alcanzar la ordenación 
mediante el encargo del bien espiritual de sus fieles. Atendiendo a la costumbre de elegir 
al obispo, la legislación castellana tardomedieval hacía eco de la disposición conciliar sobre 
el tiempo que tenía una iglesia para designar al sustituto, que era un lapso de tres meses o 
de otra forma tomaría ese derecho el prelado cercano de mayor rango que hubiere.2! En la 
irrupción de la modernidad y merced a los derechos que los Reyes Católicos obtuvieron del 
papado, los períodos de vacancia quedaron relacionados con la decisión de la Corona para 
efectuar la presentación y los tiempos en el desplazamiento de los electos hacia sus sedes. 


18 Mt 20, 24-26. 

12 Caron (1946), Págs. 344-348. 

20 Conc. Trid., Sesión. 21, Decretum de reformatione, Can. 2. 

21 Las Siete Partidas, Partida l, Tít. 5 de los perlados de Santa Iglesia, que an de mostrar la fe, e dar los sacra- 
mentos, Ley 17 En que manera deuen ser elegidos todos estos Perlados sobredichos. 
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En el foro interno la obligación moral resultaba importante. La literatura moral de la épo- 
ca relacionada con el estado episcopal ponía especial énfasis en ello. Uno de los textos más 
conocidos sobre el particular fue el del jesuita Francisco Núñez de Cepeda; su texto se tenía 
por espejo para que los príncipes eclesiásticos se mirasen como pastores.22 En la Empresa VI 
con toda amplitud expone las razones morales por las cuales debe repulsarse el traslado de los 
prelados, porque además de ir contra el matrimonio espiritual promueve la codicia de los in- 
dividuos para obtener mejores beneficios. Enuncia diferentes argumentos contra la práctica y 
abuso, desde la resistencia de algunos papas respecto al excesivo movimiento de los prelados 
por solicitud del rey español hasta las disposiciones de monarcas como Felipe IV. 


3. Características y condiciones del traslado 


Como se ha mencionado, en los orígenes del cristianismo se consideró indispensable la per- 
manencia y estabilidad del obispo en su diócesis; fue por ello que el concilio de Nicea se pro- 
nunció en contra del traslado de los clérigos.23 Con base en los principios ya mencionados, de 
matrimonio espiritual y su naturaleza de origen divino, solo el papa podía desligar al obispo 
de ese vínculo por lo que ningún prelado podía hacerlo por autoridad propia; la licencia 
papal era indispensable para que un ordinario pudiera separarse de su iglesia. Siguiendo la 
misma base, era un principio elemental que un obispo no aspirara ser apartado de su diócesis, 
ni promoviera para que la autoridad superior lo mudase de una sede a otra;?* mucho menos 
pagar para ser trasladado pues incurría en el grave pecado y delito de simonía. 

Según Gaspar Villarroel, no incurría en este delito aquel que daba su poder a un agente 
para procurar el traslado, como tampoco si el agente pecaba de simonía sin que el pretenso 
al beneficio lo supiera, de otra manera quedaría inhabilitado.25 Este autor fue muy riguroso 
al cuestionar la licitud de pretender una mitra o desear el traslado a otra diócesis: “No puede 
(en opinión de grandes Doctores) desearse licitamente un Obispado: Luego no podrá preten- 
derse otro, despues de obtenido el primero? La consequencia parece legitima ..”.26 A pesar de 
ello, sostuvo que si un obispo tenía razones suficientes podía desear otra silla sin escrúpulo; 
las agravantes para caer en lo ilícito eran la búsqueda del crecimiento en autoridad o la obten- 
ción de una congrua más jugosa, y así incurría con mayor probabilidad en pecado mortal;?7 
conclusión que coincide con el planteamiento tomista. 

Solo podían concederse casos de suma necesidad para hacer una “justa traslación”, por lo 
cual quedaba reservado al papa la facultad de conceder o decidir el cambio. El derecho insis- 


22 Núñez DE CEPEDA (1689), Empresa VI. 

23 Conc. Nicaenum, Can. 15, en: WoHLMUTH (1998), Pág. 13. 

24 BERARDI (1774), Pars IL Tít. 5 De episcopis, Cap. 7, Pág. 32. 

25 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo l, Quest. I, Art. 12, No. 41. 
26 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo 1, Quest l, Art. 13, No. 46. 
27 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo 1, Quest l, Art. 13, No. 57. 
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tió mucho en que el traslado debía ser una decisión extrema basada en causas legítimas. La 
primera de ellas es por necesidad de la propia Iglesia, de manera que este fin superior estaba 
por encima del vínculo espiritual del obispo con su iglesia;28 otra, era por razones de mala 
salud ocasionadas por las condiciones naturales de un lugar; la ayuda a los prójimos fue es- 
timada por Villarroel como una causa legítima, incluso para disuadirse en la pretensión de 
renunciar a un obispado para solo satisfacer un arrebato de humildad. Así mismo, el poco 
afecto o el aborrecimiento de un pueblo hacia el prelado la tuvo por causa bastante para bus- 
car el traslado y ser liberado de la obligación de residencia. 

Diversos autores, entre ellos Murillo, basados en un decreto de Inocencio III sostenían que 
no era recomendable, aunque no por ello ilícito, que un prelado fuese transferido de una 
iglesia mayor a otra de la misma jerarquía o de menor rango. En el episcopado hispanoame- 
ricano hubo casos como el de Domingo Pantaleón Álvarez Abreu, quien pasó de la primada 
de Santo Domingo al obispado de Tlaxcala, esta segunda mucho más rica, por lo que en la 
suscripción de los documentos episcopales firmaba como “arzobispo-obispo” Cuando el ordi- 
nario tuviese solo la condición de electo podía renunciar sin licencia del papa, como ocurrió 
con varios prelados hispanoamericanos, porque el matrimonio espiritual solo tenía lugar con 
la confirmación pontificia.?? 

Sobre la jurisdicción del obispo al ocurrir la traslación, hay varios asuntos que se previenen 
en el derecho. Uno de ellos es ¿cuándo se pierde la jurisdicción de la iglesia antigua en caso 
de traslación? ¿hasta la toma de posesión de la nueva sede o cuando es notificada la traslación? 
Sobre esto Solórzano Pereyra discurre cuando trata de la presidencia de los concilios provin- 
ciales, y señala que la vacancia de la diócesis debe publicarse una vez hecho el traslado por 
parte del pontífice, aún sin la toma de posesión.30 Al ocupar la presidencia en los concilios 
provinciales era necesario para el metropolitano el uso del palio, pues este otorga la plenitud 
de potestad en el oficio como lo señalaba el Cerremoniale episcoporum,?1 por lo que cesaba el 
uso del palio al ocurrir la traslación. Se consideraba consumado el traslado cuando se había 
tomado posesión del nuevo obispado; por lo tanto, guardaba jurisdicción sobre su primera 
iglesia pudiendo designar gobernador o vicario para regir la diócesis en su ausencia. Había 
autores contrarios a este principio, basados en el concepto de la ecclesia viduata, que sostu- 
vieron la imposibilidad de un prelado para ejercer cualquier tipo de jurisdicción una vez 
aceptado de forma explícita su traslado. 

El tema resultaba caro para el mundo hispanoamericano debido a los constantes traslados 
de los prelados, quienes debían desplazarse hacia sus diócesis y tomar posesión sin mediar las 


28 En este sentido se entiende la decisión con fecha del 28 de abril de 1522 de trasladar la sede catedralicia 
de la ciudad de la Asunción, “ciudad muy incomodada” a Santiago de Cuba: “como viérades que con- 
vernía al abmento del culto divino e á la salud de las ánimas de los vecinos e habitadores de la Cibdad e 
Obispado dicho”, MeErzLER, America Pontificia, I, No. 29. 

22 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L Tít. 7 De Translatione Episcopi, No. 175; MURILLO 
VELARDE (2004), Vol. 1, Págs. 43-44. 

30 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 7, Pág. 44, 4 22. 

31 Ceremoniale episcoporum, Liber I, Cap. 16 De pallio et eius uso. 
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ejecutoriales; solo lo hacían con la carta de ruego y encargo del monarca hacia el cabildo en 
sede vacante. Villarroel estimaba que la carta de presentación de la Corona al papa tenía el va- 
lor de las esponsales y la aprobación pontificia la de verdadera consumación del matrimonio 
espiritual mediante palabras de presente.32 Por su parte, Murillo reconociendo los numero- 
sos conflictos que este punto había acarreado en los reinos americanos, recomendaba que el 
obispo trasladado dejara en manos del cabildo la designación del vicario general y evitar con 
ello que después hubiera nulidad de los actos ejecutados si a quien dejaba nombrado para 
ejercer la jurisdicción episcopal entraba en conflicto con los capitulares o el sucesor. 

Recuperando lo antes dicho sobre el matrimonio espiritual entre el obispo y su iglesia, 
estos constantes traslados hallaron reparos en Roma, entre los teólogos e incluso hasta en el 
caso de Felipe IV. El jesuita Núñez de Cepeda hace referencia a una bula enviada por Clemen- 
te VIII al rey Felipe MI en 1599 mediante la cual llamó la atención por el excesivo traslado de 
los obispos, pues si bien los cánones no lo prohíben, sí exigen verdaderas y justas causas, o de 
lo contrario daría pábulo a la ambición y la avaricia.33 Barrio Gozalo asevera que en 1617 el 
secretario de estado del Vaticano escribió al nuncio para España acerca de los escrúpulos del 
Consistorio en este tema. En mayo de 1656, Felipe IV exhortó a los Consejos de Castilla y Ara- 
gón para evitar los constantes traslados de obispos, disposición que fue renovada en 1689.34 
Siguiendo a Núñez la orden fue: “Ordeno que de aqui adelante se tenga particular cuidado 
de no proponer semejantes traslaciones sin mui calificada y justa causa”35 


4. Características y condiciones de la renuncia 


Murillo definió la renuncia como “resignación, abdicación, remisión, cesión y recusación, 
es la libre y espontánea dimisión del derecho que alguno tiene en una dignidad o beneficio 
eclesiástico ante el superior competente, hecha por una causa legítima?36 Hay tres elementos 
esenciales en esta definición: que sea libre y espontánea, que se haga en manos de una auto- 
ridad superior legalmente habilitada para tal fin y que exista una causa legítima. Con ello, se 
salía al paso de la coerción sobre el renunciante, que alguien usurpara una jurisdicción para 
disponer ilícitamente del beneficio renunciado, y del capricho e interés espurio del beneficia- 
do para pretender disolver el matrimonio espiritual. Entre otras cosas, se tenía por ilegítima 
cuando el beneficio se ponía en manos de una persona de menor jurisdicción, o siendo de 
mayor nivel la jurisdicción de dicha autoridad era ilegítima o carecía de legitimidad para ins- 


32 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 1, Art. 14, Pág. 179, No. 46. 

33 NúÑez DE CEPEDA (1689), Empresa VI, Pág. 117. El autor cita como nombre de la bula Charissime. 
También Barrio Gozalo apunta esta comunicación papal, BarrIO GozaLo (2003), Pág. 37. 

34 BarrIO GOZALO (2003), Págs. 38-40. 

35 NúÑEz DE CEPEDA (1689), Empresa VI, Pág. 119. 

36 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 9 De Renuntiatione, No. 185; MurILLO VELARDE 
(2004), Vol. 1, Pág. 46. 
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tituir, destituir o deponer; por ello debía hacerse la renuncia en el prelado de quien se recibió 
la colación en el beneficio.37 

La renuncia debía hacerse de forma expresa; también se tenía por legítima cuando sucedía 
de manera tácita. Además, debía ser pura y absoluta en el caso de los beneficios eclesiásticos, 
sin que hubiese nota de pacto temporal o simonía en la razón para renunciar. Era expresa 
y pura cuando de forma simple el renunciante manifestaba ante el superior legítimo su vo- 
luntad de dimitir sin condicionamiento alguno. La cualificación de pura radica en que no 
implica nada más, simplemente se renunciaba, a diferencia de la condicional que acusaba 
ciertas determinaciones por parte del dimitente, por ejemplo la permuta de un beneficio, la 
reserva de cierta pensión para el renunciante, aunque existían muchos óbices para legitimar 
una renuncia condicionada. 

La renuncia tácita causaba efecto cuando el legítimo poseedor de un beneficio realizaba 
actos de derecho que derivaban en la privación o expresaban rechazo al ejercicio del cargo. 
Por ejemplo, efectuar un acto incompatible con el beneficio; no ordenarse al presbiterado 
después de obtener un curato conforme al lapso establecido por la autoridad; contraer matri- 
monio; ingresar en alguna orden religiosa o permitir que otro regentase el beneficio por más 
de tres años.38 En estos casos, aunque no hubiese un pronunciamiento explícito del deseo de 
renunciar, las acciones tenían implicación legal y daban a la autoridad correspondiente las 
condiciones necesarias para privar al poseedor, de tal manera que si sucedía esto último, se 
perdía el derecho a renunciar. En todos los casos, salvo la renuncia del papa, la manifestación 
expresa podía hacerse personalmente, mediante procurador o incluso por disposición testa- 
mentaria, según correspondiera a la naturaleza del beneficio que se dejaba. 

La existencia de causas que contravenían a las características de una renuncia legítima con- 
vertía en inválido al acto. Eran causales para rescindir la renuncia el haberla obtenido bajo 
coerción, con engaño o amenaza. La pérdida de la razón inhabilitaba para renunciar ya que 
la decisión no podía ser libre; no obstante, dicho estado mental conducía a la privación del 
beneficio por decisión superior. Si un beneficiado era hecho reo, no quedaba privado de la 
posibilidad de renunciar o permutar en virtud del derecho, ni a través de la sentencia conde- 
natoria de un juez si había presentado apelación; se perdía el derecho a la renuncia cuando 
existiese privación del beneficio mediante sentencia condenatoria definitiva por razón de 
alguna causa, como haber incurrido en un crimen. 

En torno de la licitud de la renuncia por parte del papa, el debate y el paradigma para com- 
prender y reflexionar es el caso de San Pedro Celestino quien renunció al papado en 1294. 
No había precedente y por ello primero promulgó una constitución con base en una decretal 
de Inocencio III acerca de las causas por las cuales un obispo podía renunciar; además, la 
fama de vida y santidad que tuvo después de su dimisión reforzaba la convicción de que había 
sido lícita. El principio jurídico fue establecido por su sucesor, Bonifacio VIH mediante una 


37 MAzzoLINO PriERIAS (1518), Fol. 389. 
38 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 9 De Renuntiatione, No. 185; MURILLO VELARDE 
(2004), Vol. 1, Pág. 46. 
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decretal que legitimó dicha renuncia y estableció como requisito el simple hecho de que fue- 
se libre y declarada formalmente, pues el papa no tiene ante quien renunciar.39 Se consideró 
la necesidad de una causa justa como el riesgo para la salud propia y el bien universal de la 
Iglesia. 

La renuncia de un obispo tenía plena validez cuando era aceptada por el papa; con ello se 
estimaba disuelto el vínculo conyugal espiritual. El religioso que siendo obispo renunciara a 
su iglesia estaba obligado a volver a su monasterio después de haber procedido su dimisión. 
La dignidad de la mitra no podía ser expuesta por la pretensión de haber renunciado bajo 
el escrúpulo de humildad y volverse a un estado anterior, como el caso de algún fraile que 
renunciara y se tornara a su convento para ejercer la mendicidad. 

Las causas para que un obispo renunciara se aglutinaban en seis cuestiones generales: la 
debilidad, la ignorancia, la inconsciencia, la irregularidad, el rechazo popular y la incursión 
en escándalo. La debilidad corporal le impedía permanecer en su iglesia o cumplir con las 
obligaciones del oficio; igualmente cuando ignoraba las cosas necesarias para el gobierno de 
su iglesia; cuando un crimen le impedía la ejecución del oficio y había quedado infamado, 
siendo así que las causas de irregularidad estaban previstas en el derecho como aquellas que 
procedían de homicidio o bigamia; cuando el pueblo lo había contradicho y no existía ma- 
nera de solución; cuando había dado pábulo al escándalo entre el pueblo siempre cuidando 
que dicho escándalo no proviniese por malicia.40 

La renuncia de un obispo disolvía el matrimonio espiritual pero, al igual que en el ma- 
trimonio carnal, no afectaba a los derechos de la Iglesia que se habían adquirido durante la 
unión y a la cual correspondía la sucesión de sus bienes; puntualizando, como lo hace So- 
lórzano, que en el caso indiano dichos bienes no se entregarían a la Cámara Apostólica pues 
existía un patrono, de modo que los expolios pertenecían a las propias iglesias.41 La adminis- 
tración de dichos bienes quedaba en manos de la Corona y competía a la Real Hacienda su 
administración. 

En todas estas circunstancias, la renuncia del obispo se hace hacia la iglesia con la cual está 
vinculado, es decir, renuncia a un lugar específico, pero no a la dignidad episcopal que supo- 
ne algo distinto, pues la incorporación al orden episcopal solo podía renunciarse en casos aún 
más extraordinarios y suponía una reducción en la dignidad clerical. En este caso, quedaba en 
la posibilidad de conferir las órdenes menores pero no el presbiterado. La renuncia a la dig 
nidad ocurría para evitar la degradación en razón de un delito que concluía en la sentencia 
correspondiente; también por el deseo de entrar en una orden religiosa. 

Los clérigos de beneficios simples o curados debían renunciar ante el obispo para que este 
otorgara la licencia si lo estimaba conveniente; sin ella se daba por inválida la renuncia con 


32 Corpus luris Canonici, Liber Sextus, Tit. 7 De Renunciatione, Cap. 1, Cols. 197-199, http://digital.library. 
ucla.edu/canonlaw/toc.html. Torquemada, por ejemplo, insistió en que el papa debía presentar su renun- 
cia ante el colegio de cardenales. 

40 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 9 De Renuntiatione, No. 193; MurILLO VELARDE 
(2004), Vol. 1, Pág. 48. 

41 SOLÓRZANO PEREYRA, Política indiana, Libro IV, Cap. 11, Págs. 306-307. 
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base en el principio de que nadie podía hacerlo por propia autoridad sino la del superior 
jerárquico de donde había manado el origen de su oficio. Era inválida la renuncia hecha ante 
un laico y tenía como castigo la privación del beneficio. Las causas generales para renunciar 
a los beneficios menores tenían similitud con lo dicho para el caso de los obispos, con la sal- 
vedad que eran de menor fuerza e impacto. El obispo estaba obligado a publicar la vacancia 
de estos beneficios una vez que los había admitido y resolver la provisión en otro individuo. 
La legislación conservó el lapso de tres meses para que se volviese a ocupar y Gregorio XIII 
lo sancionó al precisar el procedimiento y tiempo para la publicación y reasignación de los 
beneficios vacantes.42 

No se podía renunciar a un beneficio en encomienda para cederlo a un tercero, porque 
quien lo ocupaba no era legítimo propietario, en este caso solo era factible la renuncia pero 
sin condicionante alguna. Los clérigos menores de edad solo podían renunciar a un beneficio 
con la autorización del tutor o mediante el decreto de un juez, salvo si eran mayores de 14 
años, pues se consideraba que a esa edad ya podían obrar por sí mismos en materia espiritual. 

La privación de un beneficio, sobre todo curado, que -como arriba se dijo- suponía la 
unión espiritual del párroco con su comunidad, era lícito hacerla al obispo, por delegación 
de la sede apostólica, sosteniendo justas causas que radicaran en la incapacidad para ejercer 
el oficio de cura, como la falta de formación, la impericia o un deshonesto modo de vivir.4 
Se podía renunciar a un beneficio cuya posesión aún no se había recibido, situación que no 
resultó extraña en las Indias por diversos motivos. 

El romano pontífice podía admitir cualquier renuncia en razón de su jurisdicción uni- 
versal y además, a la sede apostólica le estaban reservadas las renuncias de los beneficios de 
otras diócesis cuyos propietarios estaban en curia; también las renuncias condicionadas con 
reserva de la pensión, en favor de un tercero, con declaración de regreso al usufructo por pat- 
te del renunciante; y las llamadas triangulares o cuadrangulares. Estas últimas implicaban la 
renuncia de un beneficio en favor de otro y este a su vez en favor de otro y sucesivamente.*% 


5. Particularidades del contexto indiano 


En el contexto histórico hispanoamericano desde los primeros años se presentaron particu- 
lares situaciones en torno a la provisión de los obispados. Una de estas fueron los casos de 
rechazo a la presentación hecha por el monarca. Aunque la presentación no era un acto de 
potestad eclesiástica, sí era un acto jurídico en tanto las regalías otorgadas a la Corona por 
el papa, por lo que el prelado podía efectuar la toma de posesión sin las letras apostólicas, 


4 Laert (1682), Magnum Bullarium Romanum, Tomo Il, Gregorius XIII, Humano vix iudicio, 5 de enero 
de 1584, Pág. 469. 

43 Conc. Trid., Sesión. 21, Decretum de reformatione, Can. 6. 

44 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 9 De Renuntiatione, No. 190-191; MurILLO 
VELARDE (2004), Vol. 1, Pág. 47. 
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aunque con ello solo ejercía una potestad de jurisdicción pero no de orden. La legislación 
indiana reconocía el goce del fruto de la renta episcopal a partir de que Roma aprobaba la 
presentación y designaba con las letras apostólicas al obispo.45 

La negativa de frailes y clérigos seculares para aceptar una diócesis descansó en diversas 
justificaciones que aducían causa grave, algunos alegaron la edad y otros su deteriorada salud. 
Estabilizado el sistema de iglesias diocesanas, se produjo una circulación de obispos en las 
diócesis hispanoamericanas como efecto de la aplicación del “interés de Estado” de manera 
que es amplio el número de prelados que fueron trasladados de una diócesis a otra llegando a 
constituir una línea de circulación y ascenso en la carrera eclesiástica. Hubo prelados que pa- 
saron de una sede metropolitana a una sufragánea, obedeciendo la designación del monarca 
y porque la cuarta episcopal era más jugosa. 

En los reinos ultramarinos resultaba muy peligroso ceder a la pretensión de un prelado 
para ir a la metrópoli y con eso dejar su diócesis, aunque fuese temporalmente, toda vez que 
se trataba de viajes demasiado amplios en período temporal, por ello estaba vedado que fue- 
sen a la metrópoli sin licencia real y lo mismo contemplaba en el caso de las dignidades y 
beneficios curados.* Solórzano apuntó dos casos: un obispo que alegando mal temple para 
su salud regresó a la península sin licencia, otro fue un prelado que presentó la justificación 
hecha ante su metropolitano de quien obtuvo la licencia. Ninguno de ellos procedió ante 
el Consejo de Indias, y sobre eso asentó el jurista que la congregación de cardenales había 
declarado que las licencias aprobadas por el metropolitano para sus sufragáneos solo eran 
para ausencias de corto tiempo; para Solórzano esto era imposible en el caso de los obispos 
indianos. La única forma de ausentarse de la diócesis era mediante una dispensa papal o 
renunciar al cargo; ante dicha disyuntiva y en razón de salud, propuso que la solución era la 
transferencia hacia otro obispado. 

La legislación indiana estableció que la renuncia de los beneficios curados debía realizarse 
ante el obispo, y este debía dar cuenta a la autoridad civil en quien recayera el privilegio del 
vicepatronato, para que se realizara el reemplazo;* la sustitución ocurría conforme se había 
dispuesto desde la promulgación de la Ordenanza de Patronato, según la cual el virrey presen- 
taba al prelado el clérigo seleccionado mediante una terna que la propia mitra había enviado 
con antelación a la corte virreinal una vez realizados los exámenes. 

Al igual que en el caso de los obispos, se buscó atajar la posibilidad de que los curas renun- 
ciaran a sus beneficios por considerarlos muy pobres, sobre todo quienes habían obtenido la 


45 Recopilación, Libro I, Tít. 6, Ley 51 Que las renunciaciones de Curatos y Beneficios se hagan ante los 
Diocesanos, y den cuenta al Patron, Fol. 29v. 

46 Recopilación, Libro L, Tít. 7, Ley 36 Que a ningún Arcobispo, ni Obispo se consienta venir a España sin 
licencia del Rey, Fol. 37r y Tít. 11, Ley 9 Que a ningún Arcobispo, Obispo, ni otro, que tenga Beneficio, 0 
Oficio Eclesiastico, se le dé licencia para venir a estos Reynos, si no la tuviere del Rey, Fol. 49v. 

47 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 7, Pág. 286. 

48 Recopilación, Libro 1, Tít. 7, Ley 2 Que los frutos de los Obispados pertenecen a los Obispos desde el fiat 
de Su Santidad, los quales se embarquen en la primera ocasión, y residan personalmente en sus Iglesias, 
Fol. 31r. 
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ordenación a título de indios o título de lengua, es decir quienes alcanzaron el presbiterado 
por haber demostrado la capacidad para administrar los sacramentos, predicar y confesar en 
las lenguas autóctonas. Observando lo dispuesto por el Tridentino que prohibió la renuncia 
al beneficio por el cual se había obtenido el sacerdocio,% la Corona procuraba poner lími- 
tes a las pretensiones de los clérigos por dejar los curatos más lejanos y pobres para mudar 
constantemente de beneficio o pretender otros cargos. Así quedó en manos del prelado la de- 
cisión, sobre la expectativa que velarían por aquello que fuese idóneo para la salud espiritual 
de los feligreses, particularmente en pueblos de indios. Esta preceptiva resultaba ideal en el 
caso de los clérigos cuya familia tenía cierto acomodo económico y social, ya que podían ver- 
se tentados a renunciar a su beneficio para dedicarse a los negocios familiares, y era aún más 
enfática en el caso de quienes no tuvieran medio para sustentarse, atajando a sí a los clérigos 
vagabundos y poner en riesgo la dignidad del oficio. 

El cuidado en la selección del párroco o el doctrinero era un asunto grave para el obispo. 
Alonso de la Peña y Montenegro señala que no puede dársele jurisdicción de cura a aquel 
que no conoce la lengua de su feligresía, por lo que en este caso la colación es írrita y nula y 
debe realizarse nueva elección.30 La idoneidad de los párrocos en pueblos de indios pasaba 
por el conocimiento de la lengua, a lo cual se sumaban las virtudes que se calificaban en las 
oposiciones: la prudencia, buena fama, sanas costumbres y conocimiento. Pero la presenta- 
ción y elección no siempre recaía en el mejor de los candidatos; el obispo de Quito señalaba 
la gravedad para el foro interior que en la designación se prefiera al menos digno y se dejara 
fuera al más digno; sustentando que debía elegirse a los más doctos y píos para bien y salva- 
ción de los indios.**! 

El sínodo diocesano de Santiago de Chile celebrado en 1688 asentó en una de sus cons- 
tituciones dicha interdicción a los colados en beneficio curado aunque alegaran pobreza y 
cortedad del estipendio, pues estaban obligados a servirlos en razón de justicia y por caridad, 
pues al buscar obtener dicho título se obligaron hacia aquellas almas.52 Por aquella misma 
época, el sínodo de Arequipa estableció que no se podía reasignar ningún beneficio por el 
cual algún clérigo se hubiese ordenado hasta en tanto no tuviese otro beneficio con su res- 
pectiva congrua y bajo licencia del prelado.?3 Resultaba condición indispensable para que 
el obispo otorgara la licencia, observando una determinación promulgada por Pío V, que el 
renunciante demostrara tener una alternativa para garantizar su sustento;%* esto en razón de 
la dignidad del estado clerical. 

Como fue señalado líneas arriba para el caso de los obispos y la licitud de la renuncia, 
el asunto de la residencia en el beneficio era un aspecto esencial que extendía al resto de la 


42 Conc. Trid., Sesión 21 Doctrina de communione sub utraque specie et parvulorum, Cap. 2. 

50 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 1, Sec. 11 y 12. 

51 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro 1, Trat. 1, Sec. 17. 

52 Synodo diocesana de Santiago de Chile 1688, Cap. 4 De los parrochos y curas de almas, Const. 21. 

53 Constituciones sinodales del Obispado de Arequipa (1684), Tít. 9, Cap. 3. 

54 LaErTH (1682), Magnum Bullarium Romanum, Tomo Il, Pius V, Quanta Ecclesiae Dei, 1 de abril de 1568, 
Pág. 252. 
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jerarquía clerical. Esto obligaba tanto a quienes poseían un beneficio curado como a quienes 
detentaban beneficios simples. En el caso de los prebendados, el Tercero Limense y el Mexi- 
cano prohibieron la ausencia de sus respectivas catedrales; el de México fijó los días de recle, 
mientras que el de Lima buscó atajar que por afán de lucro algunos prebendados se ausen- 
taran para cubrir una vicaría o atender un beneficio con cura de almas. Además, se prohibió 
dar licencia para viajar hacia la metrópoli si antes no se había renunciado a la prebenda.*5 
Con mucha mayor razón se prohibía la ausencia de los párrocos y doctrineros pues se ponía 
en peligro la salvación de las almas de aquellos fieles que debían ser administrados diligente- 
mente en lo espiritual. 

Peña Montenegro dedicó algunas páginas de su Itinerario al tema de la residencia para 
quienes tenían a su cargo cura de almas; colocó como la cuarta obligación de todo doctrinero 
el “.. residir continuamente en su Parroquia, para que si adoleciere alguna de sus ovejas, acu- 
da luego a curarla, aplicando la medicina de los santos Sacramentos; y para esto es forzosa su 
asistencia ....56 Para ausentarse de la parroquia era necesario contar con licencia del obispo; 
los padres del Tercero Mexicano fijaron fuertes sanciones pecuniarias y excomunión latae sen- 
tentiae para los curas y vicarios que esto contravinieran;%” los sinodales del Tercero Limense 
ordenaron la sustracción del salario para quienes incurrieran en “las faltas de doctrina, canti- 
dad que se aplicaría a la fábrica de la iglesia parroquial o los pobres”38 En este sentido Peña 
Montenegro sostiene que no deben percibir el estipendio de los pueblos más distantes si no 
iban a administrarle los sacramentos.$ 

En estos puntos como en los que el obispo de Quito aborda en los tratados segundo y 
tercero del libro 1 de su obra, se plantean las numerosas posibilidades que sucedían al admi- 
nistrar parroquias cuyos pueblos se hallaban dispersos, distantes, de acceso difícil por las con- 
diciones geográficas,% es decir, aquellos casos en los que la ausencia del cura no era ninguna 
renuncia, pero tenía implícito la obligación de conciencia para hacer lo mayormente posi- 
ble en atender a los indios de aquellos pueblos. Tampoco era lícito incumplir la residencia 
porque el cura fuese a estudiar o a dictar lecciones a otro sitio; Peña Montenegro instó a los 
obispos que no sacaran a los curas de su doctrina para que les acompañaran en la visita pas- 
toral asistiéndoles como secretario u otro oficio.5!1 La imposibilidad de ejercer plenamente la 
obligación entre un párroco y su parroquia abría la puerta para que los obispos designaran 
coadjutores, es decir, ayudantes en la cura de almas. A pesar de los impedimentos para el cabal 


55 Conc. III Lima, Actio TIL, Cap. 28 Ne praebendam obtinentes a sua ecclesia absint; Conc. MI Mex., 
Libro III, Tit. 6 De clericis non residentibus, $2. 

56 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro l, Trat. 2, Prólogo, No. 1. 

57 Conc. III Mex., Libro III, Tit. 6 De clericis non residentibus, $1. 

58 Conc. III Lima, Actio III, Cap. 14 Defectus doctinae ecclesiis Indorum debere cedere, Fol 56r. 

52 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 2, Sec. 5, No. 3. 

60 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro 1, Trat. 3, Sec. 1-5. 

61 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro 1, Trat. 2, Sec. 1, No. 5. 
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cumplimiento de las obligaciones, no era lícito quitarles el beneficio porque, asevera Peña, 
existía ese matrimonio espiritual y no debía añadirse una aflicción más a la ya existente.é2 

En la compleja estructura organizativa de las órdenes religiosas se conjuntaban las disposi- 
ciones tridentinas, los privilegios del Patronato y el cuerpo legislativo de las propias órdenes 
religiosas para el caso de los puestos desempeñados en la estructura provincial. Las bases 
doctrinales no dejan de coincidir con la necesidad de que se haga en manos de un superior 
jerárquico para que exista legitimidad de dicha renuncia. Solórzano comenta el punto con al- 
gunos casos ocurridos en el virreinato del Perú.é3 También subraya los derechos de la Corona 
para separar a algún religioso por causa de fuerza mayor como el hecho de dar pie a escán- 
dalos, tumultos, actos sediciosos; en estos casos lo mismo aplica para todo tipo de prelados 

y 

los seculares.64 


6. Procesos de localización del derecho en las iglesias de ultramar 


Toda esta base normativa, producto de siglos en la reflexión doctrinal y resolución de nu- 
merosos casos, se traducía en textos breves mediante los cuales obispos y clérigos daban a 
conocer su voluntad de renunciar. Resulta ilustrativo observar la manera en que redactaron 
sus renuncias, la mayoría de las veces sin alusiones explícitas al complejo sistema de autorida- 
des, solamente manifestando su deseo de renunciar, pero cuidando que las nociones jurídicas 
quedaran bien asentadas, con claridad y énfasis. 

Una renuncia que exhibe esos elementos necesarios es la que, el 24 de diciembre de 1578, 
el obispo de Antequera, fray Bernardo de Alburquerque, suscribió en favor del bachiller Bal- 
tasar de Ulloa, quien fungía como maestrescuela de la catedral de Oaxaca: “.. y juro por su 
consagracion yn verbo sacerdotis questa renunciacion es simple y ni a futuro no a ynterbeni- 
do ni a de intervenir simonía ni especies della ni otro pacto ni concierto iligito con el dicho 
maestrescuela ni otra persona”65 De inicio, Alburquerque señaló que su deteriorada salud le 
llevó a la decisión de renunciar pues se encontraba “.. tullido e impedido de tal manera que 
no puede usar ni Exercer el ministerio y cargo de su oficio ..”. La renuncia la hizo en manos 
del rey, como lo expresa de forma clara y llana, colocando en evidencia no solo el acto jurídico 
de la presentación, sino también la realidad política del reconocimiento a los derechos reales 
en virtud del Patronato. 

Pueden observarse diversas características que se han señalado para que una renuncia fuese 
tenida como legítima. En primer lugar, es evidente el argumento de su enfermedad como 
justa causa; sobresale el hecho de que favorece al maestrescuela de su catedral, lo cual pudiese 


62 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 9, Prólogo, No. 1. 

63 SoLórzaANO PEREYRA, De Indiarum lure, Libro III, Cap. 26, Págs. 919-922. 

64 SOLÓRZANO PEREYRA, De Indiarum lure, Libro TIL, Cap. 27, Pág. 931. 

65 AGI, México, Leg. 343, No. 23, Carta de fray Ángel Maldonado, obispo de Antequera de Oaxaca, remitien- 
do su renuncia al obispado de Orihuela. 
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significar un condicionamiento, pero de manera explícita el prelado especificó en su misiva 
que se trataba de una renuncia simple y para no dejar espacio a interpretaciones añadió 
que no mediaba pacto alguno. El dominico sabía las condiciones de su clero y las prendas 
de Ulloa para sucederlo, pero también que la presentación dependía de las decisiones en el 
Consejo de Indias y la voluntad del monarca, de manera que la referencia al maestrescuela 
fue solo una sugerencia sin carácter vinculante a la voluntad de renunciar. En este caso parti- 
cular, la renuncia no tuvo efecto pues antes de obtener una respuesta de Madrid y de Roma, 
la muerte alcanzó al obispo. 

El obispado de Antequera proporciona otro caso para entender los caminos de ejecución 
de la doctrina jurídica respecto al traslado y renuncia de los prelados: el fallido reemplazo de 
fray Ángel Maldonado en 1712 por disposición de Felipe V, quien envió al franciscano fray 
Manuel Mimbela en su lugar. El prelado oaxaqueño tenía más de un lustro pleiteando con 
los dominicos por la división de doctrinas e intentos de secularización sobre estas; el asunto 
escaló al Consejo de Indias y derivó en la decisión real de sustituir al ordinario y transferirlo 
a la diócesis de Orihuela, en la península.é6 El dominico se resistió a obedecer la disposición 
real bajo muchos argumentos, uno de ellos el matrimonio espiritual con su iglesia que en- 
fáticamente defendió ante su feligresía en un sermón. Cuando se le presentó la real cédula 
que encargaba a Mimbela la mitra y ordenaba su traslado hacia Orihuela, en ese momento 
Maldonado hizo acto jurídico de renuncia a la mitra orcelitana, decisión que remitió por 
escrito a Madrid, apelando que no había un documento pontificio que legitimara la diso- 
lución de su matrimonio espiritual con el obispado oaxaqueño y que Mimbela solo tenía la 
designación real. El hecho demuestra que Maldonado supo emplear los recursos canónicos 
y temerariamente enfrentó la voluntad del monarca obteniendo el triunfo, pues permaneció 
en dicha mitra hasta su muerte, acaecida en 1728. 

El caso del obispo de Quito, Alonso de la Peña Montenegro, y del ordinario de la Paz, el 
franciscano fray Gabriel de Guillestegui, ejemplifican la necesidad de una decisión voluntaria 
y explícita para dar validez al traslado o la renuncia al vínculo con una iglesia; de otra manera 
resultaba imposible conforme a la doctrina canónica. En 1685 escribió el virrey del Perú al 
monarca para darle noticia de la inhabilidad física del prelado quiteño y su imposibilidad de 
continuar gobernando el obispado, debido a la avanzada edad y deteriorada salud. Eso había 
provocado desorden en el gobierno eclesiástico y, a decir del duque de Palata, los familiares de 
la casa episcopal hacían su voluntad en la administración diocesana. El virrey y el presidente 
de la audiencia quiteña convencieron al obispo de nombrar un gobernador que cumpliese en 
su nombre con el oficio pastoral, mientras que desde Madrid fue presentado como coadjutor 
el ordinario de Huamanga y a su vez se designó el reemplazo para esta diócesis. En el caso del 
obispo paceño, la imposibilidad venía de su edad y sobre todo la demencia que ya acusaba, 


66 García (2018),s.n.p., en línea. La autora analiza los hechos del intento de reemplazo y propone hipótesis 
de interpretación desde la óptica social y política. 

67 AGI, México, 880, No. 23. Carta del obispo de Antequera renunciando al obispado de Orihuela, 27 de 
diciembre de 1712. 
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por lo cual la Corona eligió un coadjutor. Roma rechazó la coadjutoría para Quito, por fal- 
tar el poder del obispo consintiendo en el nombramiento de un coadjutor. Las dificultades 
alegadas por Roma, conforme a los cánones, fueron zanjadas por la muerte de ambos prela- 
dos. Sendos casos exhiben los límites de las regalías en manos de la Corona y la necesidad 
de cumplir e interpretar la doctrina legal para mantener a salvo el control de la monarquía 
sobre la Iglesia hispanoamericana. 

La oposición presentada en 1643 por el Consejo de Indias a la renuncia hecha por el obis- 
po de Nueva Segovia ejemplifica el uso del derecho para ponderar el escrúpulo de servicio 
de un prelado y su obediencia al Rey. El prelado había aceptado la designación a tal grado 
que gestionó sus bulas y se consagró tres años atrás a título de dicha diócesis filipina; después 
manifestó excusas para embarcarse aduciendo pobreza para el viaje y solicitando se le presen- 
tase para una mitra más cercana O la de Manila que recién había vacado. Los consejeros inter- 
pretaron renuncia tácita por el hecho de que no había acudido a recoger sus ejecutoriales ni 
mostrar intención de hacerlo para ir a su sede. El prelado, aprovechando que la sede vacante 
de Toledo le había contratado para realizar una visita, envió al Consejo una carta manifestan- 
do de forma implícita la dimisión al decir que la imposibilidad de hacer el viaje le llevaban 
a renunciar. La mayor parte del Consejo, incluyendo al presidente, se manifestó por no tole- 
rar “causas legítimas o fingidas” indeseables en un obispo, que sentaría un mal precedente. 
Ajustándose a leyes ya resueltas no se le podía presentar a consulta para otra mitra como lo 
había solicitadoé2 y concluyeron que la renuncia debería hacerla ante el papa, y hasta enton- 
ces podría el Consejo resolver en consecuencia. El obispo recibió apoyo de los consejeros 
Ramírez del Prado y Solórzano Pereyra; fue este último quien dio la puntilla al decir que la 
inobediencia no le cerraba al obispo la pretensión de otra sede, además la de Nueva Segovia 
solo era iglesia nominalmente, ya que no tenía canónigos ni prebendados, por lo que sería 
solo “obispo de anillo” a pesar de sus grandes prendas en tierra tan lejana. La presión sobre 
el rebelde tuvo efecto y el prelado se embarcó hacia su diócesis,70 donde un par de años más 
tarde le alcanzó la promoción a la metropolitana de Manila. 

Un caso fehaciente de un prelado que dejó su beneficio episcopal sin licencia de nadie, 
pues su solicitud de renuncia hecha ante el rey había sido desoída, es el del franciscano fray 
Juan Pérez de Espinosa. Las casi dos décadas que duró su gestión en la diócesis de Santiago de 
Chile están marcadas por la paradoja de las obras y los conflictos. Enfrentó numerosos pleitos 
con las autoridades civiles y con las órdenes religiosas, realizó la visita pastoral mediante co- 
misarios y defendió a los indios, promovió la creación del seminario.?! Transcurridos más de 
diez años, prácticamente se le hizo imposible vivir en su obispado y desde 1613 pidió infruc- 
tuosamente al rey que aceptase su renuncia; desesperado decidió abandonar su iglesia y las 
Indias en 1618, regresó a España llevando una fuerte suma de dinero. En la metrópoli, donde 


68 AGI, Quito, 77, No. 115. 

692 AGÍ, Filipinas, 76, No. 93, Renuncia de Fernando Montero al obispado de Nueva Segovia, Año de 1643. 
70 AGÍ, Filipinas, 2, No. 55 y 57, Consultas sobre el obispo de Nueva Segovia. 

71 ArraGa (1967), La relación de visita ad limina de 1609, Pág. 48. 
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aplicó el dinero en fundaciones, se le procesó y le ordenaron regresar a su sede, finalmente 
falleció en Sevilla.72 El uso del dinero se tuvo por ilícito puesto que no le pertenecía y las fun- 
daciones declaradas nulas debido a que no hubo disolución del matrimonio espiritual por lo 
que no era expolio, como lo señaló Solórzano para este caso y los de Juan del Valle (Guadala- 
jara), Luis Ronquillo (Cartagena) y fray Juan Solano (Cuzco).73 Un caso más de presentación 
de renuncia, esta vez ante el papa a través de la visita ad líimina fue el de Diego de Humanzoro 
en 1673, justificando su petición por la salud deteriorada y ancianidad.?4 

Un estudio realizado por Serrano García para el caso del episcopado de Cartagena de 
Indias durante el siglo XVIII, le ha llevado a concluir que durante dicha centuria se trataba 
de un obispado de paso y que la mayoría de los prelados renunciaron a la sede o intentaron 
hacerlo. Demuestra cómo varios de los obispos de aquella diócesis arguyeron esencialmente 
las condiciones climatológicas, su estado de salud o los problemas con el clero para tratar de 
construir supuestas causas de fuerza mayor con el objetivo de salir de Cartagena y obtener 
un mejor obispado.”?3 El análisis resulta importante porque manifiesta la forma en que las 
posibilidades ofrecidas por el derecho en materia de renuncia y traslado de los obispos, eran 
usadas para satisfacer ambiciones personales o al menos alcanzar mayores comodidades de 
vida sin por ello perder la dignidad episcopal. 

Los clérigos tenían conciencia de las condiciones sobre las cuales debían efectuar su renun- 
cia en caso de así pretenderlo. Las cartas de renuncia de varios de ellos demuestran que sus 
expresiones llevaban inherentes los principios de toda esta legislación. En su carta de renun- 
cia a su curato en el arzobispado de México, un beneficiado expresó su libertad y voluntad en 
estas palabras: “.. lo que en efecto con entero juicio y por mi libre voluntad hago en forma 
desaciendome de mi propio dictamen y arbitrio del derecho que adquiri a dicho Beneficio, el 
que entrego a la autoridad y poder de vuestra señoria ilustrisima que con su aceptación me 
dare por desposeído luego que a mi noticia llegue ..”.76 Con claridad se percibe cómo expresa 
de manera libre su voluntad para renunciar de una forma simple y sin condición alguna al 
derecho que legítimamente tenía sobre la posesión del beneficio curado; hace la renuncia en 
manos del arzobispo de México y tiene certeza que dicha dimisión solo será efectiva a partir 
de que tenga certeza de la admisión hecha por parte de su prelado. La carta está cuidadosa- 
mente escrita conforme a derecho sin ningún tipo de alusión a cualquier ley; todo el corpus 
legislativo está inherente en los renglones que se han transcrito. Otro párroco en su renuncia 
al beneficio acusó sus problemas de salud como causa justa para no poder continuar en el 


72 Barros (1884), Tít. 4, Cap. 7, Biblioteca Cervantes Virtual: http://www.cervantesvirtual.com/obra-visor/ 
historia-general-de-chile-tomo-cuarto-0/html/fP2f1 efc-82b1-11dfacc7-002185ce6064_63.html 

73 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 9, Pág. 306. 

74 López (2019), Pág, 25. 

75 SERRANO (2018), Pág. 217. 

76 AGNM, Bienes Nacionales, Leg. 615, Exp. 13, Renuncia al beneficio de Santa Ana Tianguismanalco por 
parte del Br. Francisco Antonio de la Borda, 17 de diciembre de 1775. 
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ministerio ni satisfacer su conciencia, es decir, enfatizó la circunstancia del foro externo y el 
interno para consolidar su argumentación.?? 

En la retórica empleada se hallan distintas expresiones para subrayar la legitimidad de su 
decisión como acto libre y volitivo en donde concurrían las condiciones adecuadas. Un sacer- 
dote, al obtener sitial en la colegiata guadalupana de la ciudad de México, debió renunciar 
al curato que poseía. La enunciación de las condiciones y la licitud de su interés se trasluce 
en la habilidad del argumento, de modo que demostró no existir en él un deseo de prestigio 
y acrecentamiento en dignidad. Por el contrario, apeló a la situación en que se hallaba y las 
dificultades para obedecer el nuevo encargo y tomar posesión: “en la ocasion en que me hallo 
solo en este curato, sin los ministros nesesarios: enfermo sin poder ásistirlo: Pobre sin tener 
con que poder despacharme y abilitarme a la posesion de dicha prebenda: para libertarme de 
lo primero, para alivio de lo segundo y para solicitud de lo tercero: en toda forma de derecho 
o en manos de Vuestra Señoria Ylustrisima una, dos y tres veces renuncio este Beneficio .. 78 

La obligación de asistir a un sector determinado de la feligresía, como competía a los 
ordenados a título de lengua, podía ser conmutada por un cargo en el que dicha habilidad 
ofreciera un mayor servicio al estado clerical. Mediante este recurso, en 1787 un cura efectuó 
una renuncia condicionada y la obtuvo del arzobispo de México por vía de conmutación o 
dispensa del título de propietario sobre el beneficio mediante el cual se ordenó presbítero “a 
título de lengua mexicana”, consiguiendo a cambio la asignación como misionero en el Real 
Colegio Seminario de retiro espiritual instalado en Tepozotlán para fungir como catedrático 
de idioma mexicano que se hallaba vacante. En su carta apuntó que la congrua sería la subsis- 
tencia en el colegio “.. resiviendo esta gracia como el primero que pretende una decorosa ju- 
bilacion ..”, añadiendo el mérito de su servicio por veintidós años a la mitra. En la exposición, 
enfatizó que renunciaba al beneficio y solicitaba el relevo en el seminario para cumplimiento 
del título mediante el cual se ordenó.?? 

El foro interno como una causa de legitimidad para renunciar ponía énfasis en las razones 
de conciencia no solo cualificadas por el derecho; había una notable influencia de la teología 
moral en las consideraciones aducidas para dimitir o buscar el traslado. Un cura presentó su 
renuncia a la parroquia que recién se le había asignado en el último examen de oposición; 
¿sus razones? porque desconocía la lengua de los indios de dicho lugar y se reconoció como 
hombre limitado y deseoso de no errar en este punto tan importante para el ministerio; pero 
añadió que estaba a cargo de su madre y hermanas doncellas quienes no tienen otro auxilio, 
solo a él, y no quería exponerlas a la mendicidad o los peligros de la carne. Frente a esta ob- 
jeción de conciencia, y en contraste, está otro párroco quien también había sido asignado a 
otro curato, pero sus argumentos no pasarían una prueba de reflexión moral. Espetó que no 


77 AGNM, Bienes Nacionales, Leg. 535, Exp. 19, Renuncia del doctor Josef Carragal al partido de San Bar- 
tolomé Naucalpan, admitida el 13 de enero de 1781. 

78 AGNM, Bienes Nacionales, Leg. 535, Exp. 5, Renuncia de José Manuel de Silva y Jurado al curato de 
Santiago Chalco, aceptada el 11 de marzo de 1781. 

72 AGNM, Bienes Nacionales, Leg. 535, Exp. 4, Renuncia de Miguel de Fuentes al beneficio curado de 
Atotonilco el Grande, admitida el 28 de enero de 1787. 
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entendía la lengua de los indios de su nuevo beneficio tildándolo de “triste, feo y solitario”; 
desgranó numerosos calificativos contra el temperamento de la tierra y sus habitantes, ade- 
más de quejarse que se ofrecían confesiones todos los días. En ambos casos, la renuncia fue 
aceptada.50 


7. La sede vacante 


Una cuestión crucial para el gobierno de las diócesis, especialmente las indianas, era contar 
con autoridad legítima en todo momento. Los cabildos catedrales asumían la potestad de 
jurisdicción en cuanto se declaraba sede vacante y cesaba al momento de la toma de posesión 
del nuevo prelado.$! Esto resultaba claro cuando la vacancia ocurría por defunción del ordi- 
nario,é2 sin embargo la renuncia y el traslado exigieron complejas circunstancias de gobierno 
porque había un lapso en que no había obispo. Esto suscitó debates canónicos y también 
numerosos problemas en la administración de los obispados por los reclamos de los cabildos, 
los obispos y la propia Corona en razón de los bienes materiales inherentes al cargo y oficio 
episcopal. Ello exigió dilucidar la situación jurídica de la iglesia en estas circunstancias. ¿En 
qué momento la sede es considerada como sede vacante? ¿Cuándo acepta el obispo su trasla- 
do o presenta su renuncia? En caso de traslado, ¿cuándo se va físicamente de la diócesis o hasta 
que toma posesión de la siguiente iglesia? Las circunstancias de la sede vacante generaron la 
promulgación de disposiciones legales particulares, también en lo referente a la distribución 
de las rentas y el destino de los expolios.83 

Serrano García, en su estudio sobre el caso cartagenero señala precisamente los inconve- 
nientes para declarar la sede vacante; uno de ellos la propia geografía. En uno de los casos, le 
fue concedido a Gómez Calleja su traslado a Popayán pero no hizo el viaje aunque al sucesor, 


80 AGNM, Bienes Nacionales, Leg. 149, Exps. 62 y 64, Renuncia de Rafael de la Puebla, cura y juez eclesiás- 
tico del partido de Xalpan al curato de Miquihuala, y renuncia de Antonio Ciudad, cura de Ocuila, al 
beneficio de Temoaya, ambos en 1791. 

81 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 175, 4 1. 

82 Solórzano consideraba otras causas de sedevacante, por ejemplo si el obispo fuese hecho cautivo por pa- 
ganos o herejes, en cuyo caso le sucedía el cabildo. En cambio, si el obispo fuera excomulgado o suspenso, 
la cuestión se elevaba directamente al papa, y en las Indias, se recurría al rey, SOLÓRZANO PEREYRA, Política 
Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 194 4 84, 86. Un ejemplo de caso de sede vacante por homicidio sacrílego 
es el estudiado por Vallejo García-Hevia sobre el obispo de Nicaragua, Fray Antonio de Valdivieso (1550), 
VaLLEjO GaArcía-HEvIA (2020), Págs. 129-139. 

83 Recopilación, Libro 1, Tít. 7, Ley 1 Que los Arcobispos y Obispos de las Indias, antes que se les den las 
presentaciones 0 executoriales, hagan el juramento de esta ley, Fol. 30v y Ley 2; Ley 36 y Ley 37 Que los 
Virreyes ordenen á los Oficiales reales, que cobren y administren las vacantes y expolios, y ellos lo execu- 
ten, y se ponga cobro en los bienes de los Prelados, Fols. 371-37v; Ley 40 Que las causas de expolios de dos 
Iglesias, se traten donde muriere el Obispo, y que el Pontifical pertenece á la segunda Iglesia, Fol. 38r y 
Ley 41 Que se remita cada año la tercera parte de lo procedido de vacantes de Arcobispados y Obispados 
a España, como es acostumbra, Fol. 38v. 
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Gómez de Silva, hasta las bulas ya le habían sido entregadas. Gómez Calleja pretendió man- 
tener su jurisdicción sobre el obispado con base en la interpretación de algunos canonistas 
de que cesaba hasta la toma de posesión de la nueva sede, mientras que el deán reconoció al 
sucesor. Al final volvió a ser designado obispo de Cartagena pero los papeles le llegaron des- 
pués de morir.54 Circunstancias similares pasaron con el obispo Peredo en 1770, quien había 
insistido a la Corona en su traslado. La localización geográfica de la iglesia metropolitana 
de Manila hizo de ella un caso especial, sobre todo en los comienzos: los escasos viajes difi- 
cultaban el correo con la información acerca de los obispos designables y, una vez realizado 
el nombramiento, la recepción de las correspondientes bulas; Solórzano comentaba que se 
había llegado a solicitar que entrando en sede vacante “se llamase a su gobierno al Obispo 
más cercano”.85 

Sin embargo, el mayor inconveniente de la sede vacante eran los desórdenes causados por 
los excesos en la administración de justicia por parte del cabildo.86 Murillo ofreció una serie 
de soluciones localizadas a las particularidades indianas recién mencionadas, teniendo en 
cuenta en gran medida las opiniones de Solórzano y las prácticas recogidas en la Recopilación 
de Indias. Se trataba de aclarar las competencias del cabildo teniendo en cuenta la utilidad 
de la iglesia: evitar el detrimento de las almas y de ella misma en sus bienes. Así, el cabildo 
sede vacante sucedía en todas las cuestiones que competían al obispo por derecho ordinario, 
a no ser que se prohibiera algo expresamente;$ pero no podía sucederlo en aquello que le 
competía al obispo por privilegio especial o por comisión. Murillo entendía que estas cosas 
no pasaban al cabildo aunque fueran delegadas por derecho común o por concilio general, ya 
que se consideraban concedidas a la dignidad episcopal, intransferible al cabildo, a diferencia 
del poder de jurisdicción del obispo, que sí lo era.88 Tampoco pasaba al cabildo la potestad 
que tenía sobre los exentos, si la tenía por ser delegado de la sede apostólica.82 En todos esos 
casos estaba vigente la máxima: “Ne sedevacante aliquid innovetur”20 

Si era el arzobispado el que se encontraba en sede vacante, el cabildo asumía la superio- 
ridad sobre las iglesias sufragáneas, con todo lo que esto conllevaba. Respecto a las iglesias 
colegiatas o regulares exentas por pleno derecho, como se equiparaban a las catedrales, sus 
cabildos sede vacante gozaban de la misma jurisdicción que tenían sus prelados; de modo 
análogo se procedía con los cabildos y conventos de regulares, muerto el prelado. Si no fue- 


84 SERRANO (2018), Págs. 218-219. Este caso lo detalla SoLÓRzAaNO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, 
Cap. 13, Págs. 193-194 4 73-80. 

85 Se pretendió extender esta práctica u otra similar a otras zonas pero “no se ha acabado de tomar resolu- 
ción por ser tan grave la materia”, SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 192 4 67. 

86 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 192 4 70. 

87 MurIiLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 90. 

88 Por ejemplo, la ejecución de los testamentos recaía en manos del cabildo; en cambio, la facultad de 
conceder indulgencias, no, pues el obispo ostentaba esta potestad en razón de su dignidad; aunque en 
ocasiones el cabildo pudiera encomendar a algún obispo esa facultad, MurILLO VELARDE, Cursus luris 
Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 91, 95. 

82 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 95. 

20 MurIiLLO VELARDE, Cursus Turis Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 91. 
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ran exentas pasaría su jurisdicción al obispo, aunque el prelado mantuviera jurisdicción pri- 
vativa sobre los clérigos. 

El concilio de Trento supuso una reforma en la gestión de las actividades del cabildo, al 
reforzar la autoridad del obispo. Se ordenaba al cabildo constituir un oficial o vicario general 
para la administración de las cosas espirituales o confirmar al que ya existía durante los ocho 
días a partir del tiempo de la vacación. De no suceder así, esta pasaba a mano del arzobispo o, 
en caso de faltar el arzobispo, del obispo más antiguo de las iglesias sufragáneas. Además, el 
vicario, el ecónomo y los demás oficiales debían dar cuentas al nuevo prelado, aunque ya las 
hubiere dado al cabildo.22 

No obstante, al cabildo se le reconocía jurisdicción episcopal, pudiendo conocer de causas 
matrimoniales y criminales y de los diezmos. También podía poner censuras y absolverlas, 
dispensar irregularidades y suspensiones provenientes de delito oculto, dispensar de votos y 
juramentos, de defecto de edad para órdenes menores y beneficios simples, de la observancia 
de fiestas y ayunos y, en general, cuestiones cuyo recurso a la sede romana resultaría dificul- 
toso. Le estaba permitido dar licencias para confesar y facultades para absolver de censuras 
reservadas al obispo, así como revocar aprobaciones y facultades que habían sido concedidas 
por el obispo. Asimismo, el cabildo podía asistir a matrimonios y conceder esta licencia a 
otros presbíteros, dispensar en las amonestaciones y en la petición del débito conyugal.2 

Por lo que respecta a los bienes materiales, el cabildo podía siempre por causa justa ena- 
jenar cosas que no podían ser conservadas; en caso de bienes inmuebles, solo por grave ne- 
cesidad y no pudiendo obtenerse la licencia del romano pontífice ni diferirse la enajenación 
hasta el nuevo obispo. El cabildo tampoco podía transferir bienes de la “mesa episcopal” a la 
“mesa capitular” En general no le estaba permitido llevar a juicio los derechos del obispo ni 
los comunes del obispo y suyos, por gozar la iglesia del derecho del menor y estar en cierto 
modo sin defensor legítimo. Para los cabildos de iglesias colegiales o conventuales cabía la 
excepción, si lo exigía la necesidad o se temía vacante prolongada, de poder actuar en juicio, 
interpuesta la autoridad de su inmediato superior.24 

En cuanto a los beneficios, el cabildo podía, sin que fuera en prejuicio de la dignidad y la 
mesa del obispado, edificar una iglesia, fundar un beneficio eclesiástico o unir varios, pero no 
suprimirlos ni separarlos. Se le permitía autorizar ausencias del lugar del beneficio para hacer 
peregrinaciones o trasladarse a perpetuidad a otra diócesis por causa justa, así como controlar 
los títulos de los beneficios y asignar congruas porciones a beneficiados y pensionarios. Podía 
ejecutar testamentos, conmutar últimas voluntades y exigir cuentas a los administradores de 
lugares píos.?5 


21 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 90. 

22 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro IL, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 92; 
Conc. Trid., Sesión. 24, Decretum de reformatione, Can. 16. 

23 MurILLO VELARDE, Cursus Turis Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 93. 

24 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 96. 

25 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 91, 94. 
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Cuestiones que Solórzano todavía había discutido ampliamente en su peculiaridad india- 
na aparecen en el Cursus de Murillo como consolidadas. Por ejemplo, que el cabildo debía 
esperar un año de la vacante para dar dimisorias a los sacerdotes diocesanos, a menos que 
estuvieran obligados por un beneficio recibido o por recibir. Tampoco podía dispensar de 
los intersticios hasta que no hubiera pasado ese plazo, bajo pena de entredicho eclesiásti- 
co.26 También se exigía el transcurso de un año antes de permitirse al cabildo que pudiera 
visitar la diócesis y se prohibía enérgicamente que el cabildo designara a los canónigos de 
la catedral para realizar esta tarea.27 Estas medidas habían sido objeto de amplios debates 
y la autoridad real había emanado provisiones reales que había tenido que revocar. Al final 
Murillo recoge la prevalencia del derecho común a este respecto: los obispos de las Indias 
están obligados a visitar sus diócesis personalmente o designar personas idóneas para ese 
encargo.?8 

Otro punto discutido ampliamente fue el derecho del cabildo de convocar un sínodo 
diocesano. Aquí Murillo se apartó de la opinión de Solórzano, que afirmaba explícitamente 
ese derecho bajo la condición de “si no hay esperanza de que venga el Obispo en breve y 
hay necesidad de celebrarle”22 Murillo apuntaba que en principio estaba prohibido al ca- 
bildo congregar el concilio, aunque por derecho podría llamarse al cabildo y este podría 
enviar a un vicario general con mandato especial. De todos modos zanjaba la cuestión al 
afirmar que este derecho mencionado había sido suprimido tiempo atrás por la costumbre. 
Precisamente la convocatoria y sobre todo la ejecución de las decisiones conciliares fue uno 
de los puntos de fricción en el que los distintos actores pretendieron hacer uso de su poder 
legítimo. 100 


26 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 93; 
SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Págs. 176-177, 4 7-9. 

27 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 93; 
SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 178, Y 11-16; en contraste el texto de la 
Recopilación de Indias no menciona el plazo anual, Recopilación, Libro I, Tít. 7, Ley 24 Que los Prelados 
visiten sus Diocesis, y quando nombraren Visitadores, 0 los Cabildos Eclesiasticos en Sedevacante, sean 
quales conviene, Fol. 35r y Ley 25 Que en el nombramiento de los Visitadores no intervengan ruegos, 
intercesiones, ni otros medios injustos y reprobados, y los Prelados y Cabildos en Sedevacante castiguen 
sus excessos y embien relación al Consejo, Fol. 35r. 

28 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 93, in 
fine. 

22 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Pág. 196, 4 100. 

100 El Tercero limeño incluye una cláusula por la que el cabildo sede vacante está obligado a ejecutar las 
decisiones del sínodo en el plazo de treinta días bajo pena de excomunión 2pso facto: “Para que en ocasión 
de sedes vacantes, que en esta provincia son extremadamente largas, no se descuide la ejecución necesaria 
de la reforma y caigan en el olvido los decretos, mientras se espera al futuro director, como hasta ahora 
sucedió. ..; Conc. III Lima, Actio IV, Cap. 25 Ad qvem pertineat in sede vacante, publicatio huius Synodi, 
Fol. 84, en la traducción de Lrst (1990), Pág. 219. El Tercero mexicano transcurre en medio de tensiones 
entre el virrey de Nueva España y el concilio provincial de 1585, inducidas a partir de la aplicación de 
las Ordenanzas de Patronato de 1547, independientemente de situaciones de sede vacante, OrTIz TREVIÑO 
(2003). 
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A modo recapitulación y como regla general Murillo Velarde dejó establecido lo siguiente: 


el cabildo, sede vacante, puede ejercer lo que pertenece a la jurisdicción ordinaria del obispo, ya sea vo- 
luntaria ya contenciosa. Pero no puede ejercer lo que es del orden episcopal ni lo que es de jurisdicción 
delegada, extraordinaria o por privilegio ni aquella que cede o puede ceder en perjuicio de la iglesia. 101 


8. Balance historiográfico 


A pesar de que hubo numerosos casos de renuncia por parte de los obispos hispanoamerica- 
nos, y mayor fue el conjunto de los prelados trasladados de sede, poca atención ha obtenido 
el tema por parte de la historiografía, aprovechando un acercamiento desde la perspectiva 
de la historia del derecho indiano. Mayor frecuencia se tiene documentada respecto a las re- 
nuncias en los beneficios simples y curados de las iglesias hispanoamericanas, y tampoco ha 
motivado un análisis sobre los argumentos esgrimidos para obtener las licencias correspon- 
dientes en ese ámbito clerical. Los estudios sobre la movilidad de los prelados han descansado 
más en la lectura política sobre la aplicación del Regio Patronato, análisis acerca de las redes 
clientelares en la Corte, reflexiones en torno al cursus honorum de la carrera eclesiástica, la 
interpretación mecánica aceptando las apetencias por un ingreso más pingúe y en las investi- 
gaciones de corte biográfico están los abordajes específicos sobre la personalidad de obispos 
que renunciaron a sus mitras por alguna razón particular. 

La desatención hacia la óptica del derecho y su ejecución quizá radica en que se parte del 
supuesto que las regalías de la Corona determinaban de forma absoluta el actuar del Consejo 
de Indias y la decisión del monarca, que la norma era inamovible y obedecida por todos, 
lectura que pasa por alto la realidad histórica en la cual todos los actores sociales procuraban 
atender la doctrina jurídica para dar salida a la necesidad de asignar otra persona en un be- 
neficio o de que el beneficiado lograse mudar a un lugar más acomodado a sus necesidades. 
El análisis de los casos específicos puede conducir a calibrar mejor la formación de la pre- 
ceptiva indiana y las dificultades para su ejecución, que sucedía en medio de un momento 
histórico que mucho descansó en el derecho consuetudinario. Frente a ello se encuentra el 
caso específico de la renuncia y el traslado de los prelados y beneficiados, procedimiento 
que contaba con un corpus doctrinal sistemático que se había desarrollado muchos siglos 
atrás. Como se ha intentado precisar en los apartados de esta acepción, los textos legislativos 
indianos y sus comentadores tuvieron muy presente el tema porque aspectos como la admi- 
nistración de justicia, el tesoro real, el orden social, dependían de la presencia efectiva de un 
obispo con plenitud de jurisdicción. 


101 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro III Tít. 9 Ne Sedevacante aliquid innovetur, No. 98; 
MuriLLo VELARDE (2004), Vol. 3, Pág. 105. 
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Los estudios que analizan la base doctrinal del matrimonio espiritual del obispo y en 
particular la renuncia al beneficio eclesiástico descansan más en lecturas de orden teológico 
y eclesiológico, mientras que los de carácter histórico mantienen todavía un escaso número. 

Entre los apoyos bibliográficos usados puede hacerse un contraste entre el texto de Pier 
Giovanni Caron! y el artículo de Araceli Martínez González.103 El primero, a pesar de ser 
un trabajo publicado hace ya 80 años, es un magnífico análisis histórico de los fundamen- 
tos jurídicos, que proporciona amplitud y precisión para estudiar a fondo el tema; hace un 
amplio recorrido desde la formación de la jerarquía eclesiástica en el primer siglo de la era 
cristiana hasta la aplicación de la reforma tridentina. Para el período en el cual se inserta el 
mundo indiano hispanolusitano, además de ser de interés su análisis al texto conciliar, tam- 
bién ayuda el acercamiento hecho a la constitución Quanta Ecclesiae de Pío V y la Humano 
vix juicio de Gregorio XIII, especialmente al concepto de “justa causa” Es de intuirse que esta 
legislación era base para las respuestas que Roma dio a las innumerables solicitudes de la 
Corona española para esa movilidad en el clero hispanoamericano y las propias alegaciones 
de los obispos cuando presentaban su renuncia o clamaban por ser removidos a otra sede;104 
algo que los peritos legistas y canonistas sabían, ya que la debilitas corporis era tenida como 
una de las principales razones para aceptar la renuncia. Ambas constituciones buscaron atajar 
los abusos que sucedían en toda la catolicidad en renuncias frecuentes que solo eran síntoma 
de las apetencias por transitar hacia beneficios con mayores ingresos. No hay en el texto de 
Caron mención alguna a la situación indiana. 

El artículo de Araceli Martínez González ha puesto al día este tema en una apretada sínte- 
sis, proporcionando mayores elementos para comprender los derroteros de la jurisprudencia 
castellana y su impacto en la conformación y desarrollo del episcopado del orbe indiano. La 
disgregación de las bases conceptuales en el “matrimonio espiritual” permite identificarlos en 
los textos de renuncia de algunos clérigos y en las reflexiones de tratadistas como Villarroel y 
de la Peña Montenegro, quienes escriben desde ese doble rasero que es su fidelidad al estado 
episcopal y al monarca español. La explicación de Martínez a ecclesía viudata, utilitatis causa, 
plenitudo potestatis, o el “doble vínculo” halla correspondencia con argumentos y preceptivas 
indianas sobre la renuncia a las sedes. La brecha temporal entre el estudio de Caron y este 
manifiesta cuánto ha avanzado la reflexión sobre el tema, la relectura de los textos legislativos 
a la luz de las interpretaciones en los textos de doctrina teológica ya conocidos y los hallazgos 
del siglo XX. 

Enfocado ya sobre el contexto histórico del orbe hispanoamericano, los crecientes estudios 
sobre la designación y movilidad de los obispos hechos a partir de la historia política, el análi- 
sis biográfico o la prosopografía, nutren con casos precisos y cuantiosos datos las grandes lec- 
turas hechas en torno al Patronato indiano y la jerarquía episcopal en Indias construidos en la 


102 Caron (1946). 
103 MarTÍNEZ GONZÁLEZ (2019). 
104 Caron (1946), Págs. 370-374. 
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tradición de Leturia, Egaña, Castañeda, de la Hera!%5 y otros investigadores en un plano más 
general como Sánchez Bella.106 Dichas percepciones generales de Óptica muy aguda han sido 
puestas en tensión, revisitadas, ratificadas o rectificadas, gracias a los estudios particulares. Los 
trabajos de Maximiliano Barrio Gozalo en torno al perfil sociológico y movilidad de los mi- 
trados en Castilla, León y Valencia aportan un referente peninsular de la política monárquica 
en cuanto a la designación de los obispos;!07 en un espacio temporal más restringido (1760- 
1833) Artola analiza la gestión del derecho de presentación en España desde la perspectiva de 
los actores sociales implicados!108 y Merello rastrea la recepción de este derecho en la obra de 
Donoso Cortés, canonista chileno del s. XIX.10? Estas situaciones ayudan a ver las similitudes 
y diferencias respecto al mismo asunto en el caso del orbe indiano. 

Los trabajos de Fernando Arvizu,!!% con una visión de conjunto indiano, y los publica- 
dos por Manuel Serrano para Cartagena de Indias,!!! advierten la situación jurídica de la 
renuncia y el traslado como un elemento indispensable para el análisis de la forma en que la 
monarquía española proveyó las mitras indianas. Por su parte Oviedo Cabada,!12 López La- 
merain!1!3 sobre el caso chileno, o el hecho particular del antequerense Maldonado estudiado 
por García Jiménez,!14 enriquecen las posibilidades de perspectiva para comprender las ra- 
zones que tuvieron los obispos para renunciar y las que esgrimieron en la solicitud, de modo 
que abre la puerta para entender mejor el uso y la aplicación del derecho en este asunto y 
simultáneamente la construcción de una práctica jurídica empapada de pragmatismo polí- 
tico e intereses claramente personales. Las presiones desde la Corona, del papado y desde las 
Indias por parte de los clérigos pretensos a una renuncia o traslado ahora resultan palpables 
mediante estas investigaciones, haciendo necesario volver la mirada hacia esos recursos llega- 
dos hasta el despacho del Consejo de Indias para mensurar mejor el manejo de los cuerpos 
legislativos y doctrinales. 

Algunas de las problemáticas originadas por la sede vacante quedan reflejadas indirecta- 
mente en estudios como el de Lopetegui que describe las dificultades en la preparación y 
convocatoria del MI Concilio Limense, consecuencia de la larga vacancia de sede, y remite a 
la obra más antigua y de carácter general de Levillier.115 Molino ha estudiado los periodos de 
sede vacante en Cartagena de Indias de 1534 a 1700 desde el punto de vista de la actuación del 
cabildo y de los vicarios capitulares, también llamados provisores o vicarios generales en sede 


105 LerurIa (1948, 1949); EcaÑa (1958); CasTaÑEDA (1996); HERA (1992). 
106 SáncHez BELLA (1990). 

107 BarrIO0 Gozazo (2000), (2003). 

108 ArroLa (2013). 

109 MerELLO (2001). 

110 Arvizu (1998), (2007). 

111 SERRANO (2018). 

112 OvieDO CaBapDA (1984). 

113 López LAMERAIN (2019). 

114 García Jiménez (2018). 

115 LopeTEGUI (1942); LeviLLIER (1919). 
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vacante.!16 Leal Lobón se centra en la visita como mecanismo de control aplicado en periodo 
de sede vacante, para el caso de Michoacán;!17 Salinas presenta de modo sucinto la polémica 
en el Paraguay del siglo XVII en torno a la figura del obispo Fray Bernardino Cárdenas, que 
llegará a ser acusado de consagración e investidura inválidas por haber tenido lugar antes de 
recibir las bulas. 

Estos y otros estudios de caso no podrán ser comprendidos en plenitud sin considerar 
el factor jurídico en las resoluciones de la Corona, vector que mantiene la vigencia de los 
abordajes hacia el Patronato y exige tender el ángulo de visión hacia la doctrina canónica 
que la Iglesia había construido durante siglos, como lo explica Martínez para el período de 
regulación legislativa por parte de Pío V y Gregorio XIII, de cuya doctrina dio puntual seña- 
lamiento Caron hace ya tiempo. 
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